




























































































































 

 

 

 
 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO  

 

Bogotá D. C., siete (7) de febrero de dos mil veintidós (2022). 

 

RADICADO: 11001-40-03-044-2020-00053-00 

 

Atendiendo lo ordenado en la audiencia del 26 de enero del año que avanza –
archivo 46- designase a la Dra. Mar Luz Villegas, en su calidad de PERITO 

AVALUADOR, para que precise cual era el valor comercial de inmueble para 

la fecha en la cual se suscribió la escritura pública contentiva de la negociación 

realizada entre los aquí demandados. 

 

Comuníquesele su designación e infórmesele que deberá tomar posesión del 

cargo encomendado. Ofíciese. 

 

Se le pone de presente a la auxiliar de la justicia designada, que en el presente 

asunto al extremo actor se le otorgó amparo de pobreza (fl. 138 archivo 01).  

 

NOTIFÍQUESE  

LA JUEZ, 

 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 
 

 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO 
 

Bogotá D. C., siete (7) de febrero de dos mil veintidós (2022). 
 

RADICADO: 11001-31-03-044-2020-00370-00. 
 
A fin de resolver la censura propuesta contra el auto adiado a 10 de 

septiembre de 2021, debe decirse que el recurrente, controvierte los términos 
contabilizados para dar respuesta a la reforma de la demanda, y que en su 
sentir, se hizo dentro de los parámetros establecidos por la legislación. 
 

En efecto, el artículo 93, en su ordinal 4º establece que “En caso de 
reforma posterior a la notificación del demandado, el auto que la admita se 
notificará por estado y en él se ordenará correr traslado al demandado o su 
apoderado por la mitad del término inicial, que correrá pasados tres (3) días 
desde la notificación. Si se incluyen nuevos demandados, a estos se les 
notificará personalmente y se les correrá traslado en la forma y por el término 
señalados para la demanda inicial”. 
 

En esas condiciones, resulta admisible la censura formulada, en tanto 
que la notificación por estado de la admisión a la reforma de la demanda se 
realizó el día 1º de julio de 2021, por lo que debían contabilizarse 3 días 
posteriores a esa data, y fenecidos aquellos, los diez correspondientes a la 
mitad del término inicial, periodo dentro del cual la Clínica Juan N Corpas 
contestó en debida forma la reforma a la demanda. 

 
Así las cosas, deberá revocarse el párrafo 3º del auto adiado a 10 de 

septiembre de 2021 y en su lugar, tener en cuenta la réplica a la demanda 
reformada.  

 
Finalmente, el recurso de apelación interpuesto de forma subsidiaria, 

no se concede en razón a la prosperidad de la censura.  
 

DECISIÓN.  
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL 

DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C, 
 
RESUELVE: 
 
1. REVOCAR el párrafo tercero del auto adiado a 10 de septiembre de 

2021, por las razones indicadas en la parte motiva de esta providencia 
 
2. Por secretaría dese el traslado de que trata el canon 370 del Código 

General del Proceso en el momento oportuno.   
 
3. Negar la concesión del recurso de apelación.  

 

 



Notifíquese, (3) 
La Juez, 
 

 
 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO 
 

Bogotá D. C., siete (7) de febrero de dos mil veintidós (2022). 
 

RADICADO: 11001-31-03-044-2020-00370-00. 
 
Para todos los efectos legales a que haya lugar, téngase en cuenta 

que la Entidad Promotora de Salud Sanitas S.A.S. descorrió el traslado de 
la contestación presentada por la llamada en garantía La Equidad Seguros 
Generales Organismo Cooperativo. 
 

 
Notifíquese, (3) 

 
La Juez, 

 
 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO 
 

Bogotá D. C., siete (7) de febrero de dos mil veintidós (2022). 
 

RADICADO: 11001-31-03-044-2020-00370-00. 
 
Cumplidos los requisitos de ley, ADMÍTASE el LLAMAMIENTO EN 

GARANTIA efectuado por LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES 
ORGANISMO COOPERATIVO –LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES a 
la sociedad CLÍNICA JUAN N CORPAS, según lo dispuesto por el artículo 
64 y siguientes del Código General del Proceso. 

 
Notifíquese  a  la  llamada  de  la  presente  decisión  por estado. 

Córrase traslado por el término de la demanda inicial. 
 
Se  reconoce  al abogado Gustavo Alberto Herrera Ávila como 

apoderado judicial de la aquí convocante.  
 

Notifíquese, (3) 
La Juez, 

 
 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO 
 

Bogotá D. C., siete (7) de febrero de dos mil veintidós (2022). 
 

RADICADO: 11001-31-03-044-2021-00192-00. 
 
En orden a resolver las medidas cautelares deprecadas por la sociedad 

demandante, se tiene lo siguiente. 
 
La actora eleva solicitud de “suspensión de la ejecución, exigibilidad de 

obligaciones y efectos de los negocios jurídicos celebrados entre Niver S.A. 
con los demandados” y “conservación de la tenencia material y explotación del 
inmueble en el cual funcionan las instalaciones administrativas como 
operativas de Niver S.A. en reorganización”.  

 
Como sustento de tales pedimentos, sostiene que los perjuicios se 

derivan del detrimento patrimonial en el que se ha visto avocado en razón a la 
suscripción del acta de la junta directiva Nº JD-307 del 25 de marzo de 2015, 
en la que se le facultó al entonces representante legal de la sociedad para 
celebrar negocios por valores superiores a los autorizados de forma ordinaria 
y ceder o negociar nuevas condiciones en el patrimonio autónomo que se creó, 
todo ello sin que sea ajustado a la realidad, como quiera que esa reunión 
nunca se celebró. Adujo también, que hoy en día tanto los accionistas de la 
sociedad como la propia Niver S.A. han tenido que cancelar rubros que no le 
han sido favorecedores y por el contrario si han resultado contrarios a sus 
intereses, todo ello con la aquiescencia del grupo Colpatria y con el único fin 
de brindar un beneficio indebido a Scotiabank Colpatria S.A. y Fiduciaria 
Colpatria S.A. 

 
Bajo ese panorama, en el sub examine, se tiene que las medidas 

cautelares se destacan por “(…) su carácter eminentemente accesorio e 
instrumental, sólo busca reafirmar el cumplimiento del derecho solicitado por 

el demandante…”1 y, de manera preventiva, en ciertos casos, por fuera del 
proceso, antes o en el curso del mismo, siempre y cuando se reúnan ciertos 
requisitos.  

 
Como novedad normativa, el canon 590 del Código General del 

Proceso, destacó la necesidad de implementar aquellas otras que tengan o 
puedan tener un efecto preventivo en la resolución del caso, para lo cual 
ingresó al haber regulado las contenidas en el literal c) de ese precepto; a ese 
tipo de cautelas, se les rotuló bajo el nombre de innominadas, dado su carácter 
novedoso e indeterminado, lo que impone al juez del asunto un estudio 
riguroso sobre la necesidad, efectividad y proporcionalidad de la cautela 

 
1 (López Blanco, Hernán Fabio. Procedimiento civil, tomo II, pág. 875. 9ª edición. Dupré Editores. 

Bogotá D.C., 2009) 



deprecada, analizándose, por supuesto, su alcance en torno al derecho 
objeto del litigio2. 

 
Así mismo, al analizarse la exequibilidad de la norma, se indicó que “Las 

medidas innominadas son aquellas que no están previstas en la ley, dada la 

variedad de circunstancias que se pueden presentar y hacen difícil que sean 

contempladas todas por el legislador, que pueden ser dictadas por el juez 

acorde con su prudente arbitrio, para ‘prevenir que pudiera quedar ilusoria la 

ejecución del fallo o cuando hubiera fundado temor de que una de las partes 

pueda causar lesiones graves o de difícil reparación al derecho de la otra’ 
(...)”3, para más adelante precisar que “el juez apreciará la legitimación o 

interés para actuar de las partes y la existencia de la amenaza o la vulneración 

del derecho”.  
 
Bajo esa égida se requiere entonces de unos requisitos, a saber: 1) la 

legitimación, 2) la existencia de una amenaza o vulneración actual del derecho 
en discusión, -refiriéndose a un peligro de daño-, 3) la apariencia de buen 
derecho, -implica demostrar siquiera sumariamente que las probabilidades de 
éxito de lo pretendido superan las de su eventual fracaso- y por último, 4) la 
necesidad, efectividad y proporcionalidad de la medida. 

 
Al verificar cada uno de esos conceptos, no existe duda de la 

legitimación que le asiste al convocante, en razón a que el origen de la acción, 
lo constituye un acuerdo que de conformidad con el recaudo probatorio, resulta 
ser falso, material e ideológicamente y que eventualmente puede influir en las 
acciones que de el dependieron.  

 
Referente a la existencia de una amenaza o vulneración actual del 

derecho en discusión, debe destacarse que todo ello gira en torno a la 
actividad y desarrollo económico que ha traído la sociedad convocante, 
escenario que permite evidenciar varias situaciones que impiden vislumbrar, 
por lo menos para este momento, una situación de peligro que amerite su 
materialización. En efecto, de lo narrado en la misiva, se destaca que el 
principal motor para la práctica de la suspensión de toda obligación en favor 
de la demandada y a cargo de la demandante, así como los efectos de la 
sentencia que ordenó la restitución del bien inmueble, es la situación 
económica que atraviesa Niver S.A., hecho que per se, no constituye una 
amenaza que deba ser conjurada, no solo porque ya se encuentra en un 
trámite que brinda prerrogativas a las empresas, sino que, al parecer, dicho 
declive no obedeció únicamente a la falsificación del documento Acta Nº JD-
307, tal como pasa a exponerse, agregando que a la data, no se encuentra 
probada la presunta “mala fe” con que actúo el tercero acreedor para 
beneficiarse inapropiadamente del activo de esa sociedad. 

 

 
2 CSJ. STC de 11 de febrero de 2013, exp. 11001 22 03 000 2012 02009 01, STC16248-2016 de 10 de 

noviembre de 2016, exp. 68001-22-13-000-2016-00415-02 y STC1302-2019 de 8 de febrero de 2019, 

exp. 11001-22-10-000-2018-00699-01 
3 Sentencia C-835 de 2013 



La compañía Niver S.A. tuvo sus orígenes para la década de los 50, 
viéndose obligada a adquirir créditos de distintas entidades financieras para 
salvaguardar su objeto social, hechos que acaecieron entre los años 2000 y 
2008. En atención a la recesión económica que padeció, después de esa data, 
su acción de endeudamiento siguió acrecentándose, lo que ocasionó que 
creara una fiducia en garantía a fin de que sus acreedores tuviesen certeza 
del pago de sus obligaciones, para ello, se transfirió la propiedad en favor de 
Alianza Fiduciaria S.A. Posteriormente para el año 2015, nuevamente la 
compañía se vio envuelta en circunstancias adversas para su progreso, lo que 
involucró además, la presunta deslealtad del representante legal que para esa 
época administró la entidad.   

 
Para ello, no sobra recordar lo expuesto en el numeral 5º del acuerdo 

de reorganización cuya celebración se dio luego de darse apertura al 
respectivo proceso, en el que se precisó que “las causas que llevaron a la 
empresa a la situación de insolvencia, expuestas en la solicitud de admisión al 

proceso de reorganización, se sintetizan en la revalaución del peso, por lo cual 

las exportaciones se disminuyeron en un 30% aproximadamente; Receso en 

la economía donde la banca inicia un repliegue restringiendo el crédito y 

recogiendo parte de la cartera colocada en el mercado y la crisis de orden 

diplomático entre Colombia y Venezuela que llevó a la Industria automotriz a 

suspender exportaciones al vecino país”4.  

 
En ese sentido, resulta claro que si bien las actuaciones desleales en 

que haya podido incurrir el administrador de la sociedad pueden haber 
causado perjuicios económicos, lo cierto es que la afectación en ese sentido, 
según el relato de la propia demandante, siempre ha existido y el riesgo 
financiero ha estado latente e incluso fue el báculo del inicio del proceso de 
reorganización, lo que impide tener por satisfecha esa exigencia. 

 
Amen de lo anterior, no debe perderse de vista que lo pregonado por la 

demandante, resulta equiparable a realizar intromisiones en decisiones 
judiciales que ya alcanzaron ejecutoria, pues en cualquiera de los dos casos, 
los pronunciamientos para tener o no en cuenta los créditos y la disputa en 
torno a la tenencia del bien, fueron discutidos y decididos por la autoridad 
judicial competente, situación que podría crear inseguridad jurídica en las 
decisiones emitidas.  

 

Ahora, en lo que atañe a la apariencia del buen derecho, la doctrina5, 

ha sostenido que el juez: “tendrá en cuenta la apariencia de buen derecho 

(fumus boni juris), es decir, siendo el derecho del demandante más probable 

que el del demandado. La verosimilitud depende del contenido del derecho 

material de la “alegación”, el cual debe ser identificado con base en la tutela 
pretendida y en los fundamentos invocados para su obtención. De modo que 

 
4 Fl 4 Archivo Digital “08RadAcuerdoReorganizacion” 
5 PARRA QUIJANO, Jairo., “Medidas cautelares innominadas, XXXIV CONGRESO 
COLOMBIANO DE DERECHO PROCESAL, 1ª Edición, Bogotá D.C. Editorial 

Universidad Libre, 2013. 



el derecho a obtener esta participación, no se contenta con la mera 

constatación de la verosimilitud, como de la mera “alegación” sin contenido, 
sino que la verosimilitud solamente puede ser comprendida a partir de las 

diferentes necesidades del derecho material (tipos de tutela y variedad de sus 

presupuestos)”. Razón por la cual si bien podría concluirse 
desprevenidamente que ante la falsedad presentada en el Acta de la Junta 
Directiva Nº DJ-307, existen actos que eventualmente deben ser revisados, 
para el momento procesal resulta un poco intangible esa situación, razón por 
la cual no podría salir adelante las cautelas en los términos deprecados. 

 
En ese sentido, las medidas deprecadas por el actor no surgen 

acertadas para su decreto. 

 
Notifíquese, (1) 

 
La Juez, 

 
 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 
 
 

 



 

JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO. 

Bogotá D C, siete (7) de febrero de dos mil veintidós (2022). 

  

Radicado: 11001310304420210026400. 

  

  

Se requiere a la parte actora, para que adelante las actuaciones pertinentes para la 

debida integración del contradictorio. 

  

Notifíquese. 

  

La Juez, 

 

                                    HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 



 

JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO. 

   Bogotá D C, ----------------------siete (7) de febrero de dos mil veintidós 

(2022). 

  

Radicado: 11001310304420210040500. 

  

  

Teniendo en cuenta la petición elevada por la parte actora en el escrito precedente, 

y reunidas las exigencias del artículo 92 del Código General del Proceso, se 

autoriza el retiro de la demanda. 

En consecuencia, por secretaría, háganse las desanotaciones del caso. Con todo 
Secretaría tome las medidas respectivas por cuánto los oficios de embargo y 
comunicación a la DIAN, al parecer ya fueron remitidos.  

Para todos los efectos téngase en cuenta la virtualidad del trámite. 

  

Notifíquese 

  

La Juez, 

 

                                       HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 



 

JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO. 

Bogotá D C, ----------------------siete (7) de febrero de dos mil veintidós 

(2022). 

  

Radicado: 11001310304420210043900. 

  

 Teniendo en cuenta la petición elevada por la parte actora en el escrito 

precedente, y reunidas las exigencias del artículo 92 del Código General del 
Proceso, se autoriza el retiro de la demanda. 

En consecuencia, por secretaría, háganse las desanotaciones del caso. Con todo, 
secretaria tome las determinaciones pertinentes atendiendo que ya existe 
respuesta de la DIAN, y al parecer, ya se diligenciaron los oficios de 
embargo.  

Para todos los efectos téngase en cuenta la virtualidad del trámite. 

  

Notifíquese 

  

La Juez, 

 

                                       HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 



 

JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO. 

Bogotá D C, siete (7) de febrero de dos mil veintidós (2022).  

  

Ref. 11001310304420210052200. 

  

 De conformidad con lo establecido en el artículo 323 del Código General del 
Proceso, y como quiera que la providencia proferida el 17 de enero de 2022, ha 

sido impugnada oportunamente por el accionante, en el efecto SUSPENSIVO, se 

concede ante el H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D C. – Sala 

Civil, el recurso de APELACIÓN. 

Remítase el expediente Digital. 

  

Notifíquese, 

  

La Juez, 

 

                                HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 



 

JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO. 

    Bogotá D C, ----------------------siete (7) de febrero de dos mil veintidós 

(2022).  

  

Radicado: 11001310304420210052400. 

   

Teniendo en cuenta la petición elevada por la parte actora en el escrito precedente, 

y reunidas las exigencias del artículo 92 del Código General del Proceso, se 

autoriza el retiro de la demanda. 

En consecuencia, por secretaría, háganse las desanotaciones del caso. 

Para todos los efectos téngase en cuenta la virtualidad del trámite. 

  

Notifíquese 

  

La Juez, 

 

                                  HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 



 

JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO. 

Bogotá D C, siete (7) de febrero de dos mil veintidós (2022). 

  

Ref: 11001310304420210053000. 

  

  

Como quiera que la parte actora no dio cumplimiento a lo dispuesto mediante el 

proveído anterior, se tiene por no subsanada la demanda, motivo por el que al 

tenor del art. 90 del C. General del Proceso, el Juzgado la Rechaza. 

En atención a que esta demanda fue presentada digitalmente, no hay necesidad 

de la devolución de la demanda y sus anexos. 

  

Notifíquese. 

  

La Juez, 

 

                                HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 



 

JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO. 

Bogotá D C, siete (7) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

  

Ref: 11001310304420210053800. 

  

 Como quiera que la parte actora no dio cumplimiento a lo dispuesto mediante el 

proveído anterior, se tiene por no subsanada la demanda, motivo por el que al 

tenor del art. 90 del C. General del Proceso, el Juzgado la Rechaza. 

En atención a que esta demanda fue presentada digitalmente, no hay necesidad 

de la devolución de la demanda y sus anexos. 

  

Notifíquese. 

  

La Juez, 

 

                                 HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 



 

JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO. 

  Bogotá D C, ----------------------siete (7) de febrero de dos mil veintidós 

(2022). 

  

Radicado: 11001310304420210056500. 

  

Teniendo en cuenta la petición elevada por la parte actora en el escrito precedente, 

y reunidas las exigencias del artículo 92 del Código General del Proceso, se 

autoriza el retiro de la demanda. 

En consecuencia, por secretaría, háganse las desanotaciones del caso. 

Para todos los efectos téngase en cuenta la virtualidad del trámite. 

  

Notifíquese, 

 

La Juez, 

 

                                 HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 



 

JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO. 

   Bogotá D C, ----------------------siete (7) de febrero de dos mil veintidós 

(2022). 

  

Radicado: 110013103044202200004 00 

  

Teniendo en cuenta la petición elevada por la parte actora en el escrito precedente, 

y reunidas las exigencias del artículo 92 del Código General del Proceso, se 

autoriza el retiro de la demanda. 

En consecuencia, por secretaría, háganse las desanotaciones del caso. 

Para todos los efectos téngase en cuenta la virtualidad del trámite. 

  

 Notifíquese 

  

La Juez, 

      

                                  HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 



 

JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO. 

  Bogotá D C, ----------------------siete (7) de febrero de dos mil veintidós 

(2022). 

  

Radicado: 110013103044202200010 00. 

  

  

Teniendo en cuenta la petición elevada por la parte actora en el escrito precedente, 

y reunidas las exigencias del artículo 92 del Código General del Proceso, se 

autoriza el retiro de la demanda. 

En consecuencia, por secretaría, háganse las desanotaciones del caso. 

Para todos los efectos téngase en cuenta la virtualidad del trámite. 

  

 Notifíquese 

  

La Juez, 

 

                                HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 



 

 

 

 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C., siete (7) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

 
RADICADO: 11001-31-03-044-2022-00051-00  
  
1. Del examen que se efectúa al libelo demandatorio, se observa que no 

obra documento del que se puede evidenciar si se cumplen o no los requisitos 

previstos por el artículo 422 del Código General del Proceso para que se libre 

orden de apremio a favor de MAGNUS SEGURIDAD LTDA. 

   

En efecto, enseña la norma en comento que podrán exigirse 

ejecutivamente las obligaciones que consten en documentos que provengan del 

deudor o de su causante y constituyan plena prueba contra él, siempre que 

reúnan las características de ser expresas, claras y exigibles.  

   

La doctrina ha expuesto en relación con el mismo tema que la obligación 

es expresa cuando aparece manifiesta de la redacción misma del contenido del 

título, es decir, esté determinada sin lugar a duda en el documento. Faltará este 

requisito cuando se pretenda deducir la obligación con razonamientos lógicos 

jurídicos, considerándola una consecuencia implícita o una interpretación 

personal indirecta. Es clara cuando además de expresa aparece determinada en 

el título en cuanto a su naturaleza y sus elementos (objeto, término o condición 

y si fuere el caso su valor líquido o liquidable por simple operación aritmética), 

en tal forma que de su lectura no quede duda seria respecto a su existencia y sus 

características. Y es exigible cuando su cumplimiento debía realizarse dentro 

de un término ya vencido, o cuando ocurriera una condición ya acaecida, o para 

la cual no se señaló término, pero cuya ejecución sólo podía efectuarse dentro 

de cierto tiempo que ya transcurrió.  

   

2. De otra parte, que la obligación conste "en documentos que provengan 
del deudor o de su causante y constituyan plena prueba contra él", según lo 

prevé el artículo 422 Estatuto de Ritos Civiles, quiere decir que el título 

esgrimido debe vincular jurídicamente al deudor con relación a quien se 

presenta como acreedor, por haber certeza de que es su autor (autenticidad), 

hecho que debe constar en el título, o que puede presumirse u obtenerse con 

diligencia previa, o porque así lo prevé la ley respecto de ciertas obligaciones, 

como las derivadas de sentencias, actos administrativos, facturas de servicios 

públicos, entre otros.    

  

Colofón de lo expuesto, el título base de recaudo debe expresar 

completamente los términos esenciales de la obligación, como su contenido u 

objeto, las partes vinculadas a él, y si su cumplimiento se encuentra sujeto a una 

condición, de suerte que resulte inequívoca e inteligible.  
  

3. Así las cosas, revisada la documental aportada, se advierte que la parte 

actora NO arrimó las facturas que pretende ejecutar para verificar el 

cumplimiento de los aludidos requisitos, y es que, si bien arrimó el posible 



 

 

 

 
 

envío, lo cierto es que sin dichos cartulares su estudio resulta improcedente, 

generando con ello que no existen obligaciones a cargo de la demandada.  
  

Por lo tanto, se DISPONE:  
   

1.- DENEGAR el mandamiento de pago deprecado en la demanda en 

contra CAMARCA S.A.S.  

   

         2. Teniendo en cuenta que la demanda se presentó de manera digital, no 

se ordenará su desglose. Déjense las anotaciones en el sistema. 
  

  

NOTIFÍQUESE   
  

LA JUEZ, 

 

  

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ  

 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

 

 

 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO  

 

 

Bogotá D. C. siete (7) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

  

RADICADO: 11001-31-03-044-2022-0057-00 

 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 90 del Código General del Proceso se 

inadmite la demanda para que en el término de cinco (5) días, so pena de 

rechazo, se subsanen las siguientes deficiencias: 

 

1. ADICIONE y ACLARE los hechos de la demanda indicando, de manera 

precisa, en qué consistió la responsabilidad que le endilga a las 

demandadas.  

 

2. Explique si por parte de la Aseguradora del rodante materia del accidente, 

se entregó alguna suma de dinero a la demandante por concepto de 

indemnización. 

 

3. En razón a lo deprecado en el acápite de aspiraciones procesales, 

determine cuál es el sujeto que padece la afectación del “DAÑO A LA 
VIDA EN RELACIÓN”, de acuerdo con la definición de este concepto. 

 

4. Aclare la solicitud de pruebas. En este sentido, nótese que: i) No se aportó 

dictamen pericial como prueba idónea para esta clase de responsabilidad 

y por lo tanto incumpliendo la disposición prevista en el artículo 227 del 

Código General del Proceso. 

 

5. Infórmese donde reposan los documentos originales de la documental 

anunciada como prueba1. 
 

6. Atendiendo los hechos, señale en que, estado se encuentra el proceso que 

se adelantó en la Fiscalía General de la Nación.  

 

7. El abogado deberá acreditar la inscripción de su correo electrónico ante 

la Unidad de Registro Nacional de Abogados (URNA) (Numeral 15, Art. 

28 de la Ley 1123 de 2007 y art. 31 del Acuerdo PCSJA20-11567).  

 

8.  Indique la dirección electrónica de las partes, de acuerdo con lo previsto 

en el numeral 10 del artículo 82 del C.G.P. y el canal digital donde serán 

notificadas todas las partes, atendiendo lo preceptuado en el canon 6 del 

Decreto 806 de 2020. De no conocerse el canal de digital de la parte 

 

1 Inciso 3° del artículo 6° de Decreto 806 de 2020 en concordancia con el N° 12 de Art. 78 del Código General 

del Proceso. 



 

 

 

 
 

demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con 

sus anexos.  

 

9. Apórtese con el memorial subsanatorio, el escrito íntegro de la demanda 

con las correcciones a que haya lugar y de conformidad a las 

inadmisiones estudiadas. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

LA JUEZ, 

 

 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 
 

 

 

 


